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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintiocho (28) de junio de dos mil dieciséis (2016)
Aprobado por Acta No.577
Hora: 1:05 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la abogada Lida Salazar Rivera, apoderada judicial de la señora María Teresa Agudelo Quintero en contra del fallo emitido el 11 de mayo de 2016 por  Juzgado 3º  Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, dentro de la acción de tutela instaurada en contra del COLPENSIONES.

2. RESUMEN DE LOS ANTECEDENTES 
2.1. De acuerdo con lo narrado por la abogada Lida Salazar Rivera, su mandante, señora María Teresa Agudelo Quintero, nació el 17 de marzo de 1950, por lo que el 17 de marzo de 2005 cumplió 55 años de edad, quien para el  31 de marzo de 1994 había acreditado 35 años de edad y más de 750 semanas de cotización; de tal manera, que  es beneficiara del régimen de transición y por lo tanto, le asiste el derecho que COLPENSIONES le otorgara la pensión de vejez, la cual fue solicitada desde el 29 de mayo de 2012, sin que a la fecha se hubiera resuelto tal petición.
Indicó la mencionada abogada que PORVENIR concedió a su mandante la pensión a partir del 1º de septiembre de 2010 bajo la modalidad de retiro programado y monto de mesada del salario mínimo, con lo cual no quedó conforme por considerar que al haber sido empleada pública, tuvo mejores ingresos, máxime que se encontraba cobijada con el régimen de transición y debía ser pensionada por COLPENSIONES.  Por lo tanto, el 30 de noviembre de 2012 PORVENIR, antes BBVA  Horizonte Pensiones y Cesantías, le suspendió el pago de la pensión de vejez ante la solicitud de la señora Agudelo Quintero para que esta entidad le devolviera los saldos y le descontaran lo cancelado desde el año 2010, toda vez que consideró que ese fondo privado de pensiones se había equivocado al reconocer la pensión aludida, aunado a que no ha resuelto lo concerniente a la devolución de saldos a COLPENSIONES.
2.2.  Por lo anterior, solicitó: i) tutelar los derechos a la seguridad social integral, la salud, la vida en condiciones dignas, mínimo vital y correcta aplicación de justicia; ii) se declare que la señora María Teresa Agudelo Quintero cumple con los requisitos para trasladarse del régimen de ahorro individual con solidaridad RAIS al régimen de prima media con prestación definida; iii) se condene a PORVENIR PENSIONES Y CESANTÍAS S.A. a trasladar a COLPENSIONES los aportes recaudados y efectuados por parte de la actora; y iv) que se declare que COLPENSIONES debe reconocer a la señora María Teresa Agudelo Quintero que se encuentra en el régimen de transición.

2.3.  Se tuvieron como pruebas las aportadas por la  parte accionante (Fls. 9-22)

3. RESPUESTAS A LA DEMANDA 
3.1.  PORVENIR S.A.

Indicó que en la presente acción existe temeridad y mala fe por parte de la accionante, toda vez que la misma presentó un proceso ordinario laboral en el que pretende su afiliación al régimen de prima media y el que aún se encuentra en curso en la jurisdicción ordinaria laboral, siendo iguales las pretensiones que persigue por esta vía constitucional, el cual fue fallado en su contra en primera instancia. 

Informó que la tutelante se encuentra disfrutando de la pensión reconocida por el fondo territorial de pensiones con ocasión al convenio de solidaridad suscrito con las Empresas Públicas Municipales de Pereira, por lo que el goce de dos pensiones que provienen del erario público es ilegal.

Señaló que esa entidad no ha vulnerado los derechos fundamentales a la accionante, toda vez que a la misma se le han resuelto de fondo todas las solicitudes que ha hecho sobre el traslado de régimen.  (Fls. 26-39)
3.2. COLPENSIONES SEDE BOGOTÁ

Indicó que la acción de tutela no es procedente por cuanto la señora Agudelo Quintero cuenta con otros mecanismos de defensa judicial, toda vez que la misma tiene en curso un proceso ordinario ante el Juzgado 4º Laboral del Circuito de Pereira, radicado bajo el No.66001310500420150010300 en el cual se pretende y se basa en los mismos hechos de la presente tutela, como lo es el traslado de régimen hacia COLPENSIONES y posterior reconocimiento de la pensión, fallo que fue adverso en primera instancia y ahora se encuentra ante el Tribunal Superior del distrito Judicial de Pereira, Sala Laboral.

Por lo anterior, solicitó que se declare improcedente  la presente demanda.  (Fls. 47 y 48)
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 11 de mayo de 2016 el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira se abstuvo de tutelar los derechos fundamentales invocados por la accionante, habida cuenta que consideró que la accionante cuenta con otro medio judicial de defensa, como quiera que cursa una demanda laboral incoada por la abogada de la señor Agudelo Quintero en la jurisdicción laboral donde se debaten las mismas pretensiones expuestas en esta acción de tutela (folios 116 y 117).
La apoderada judicial de la accionante fue notificada del contenido del fallo antes aludido el día 20 de mayo de 2016 (folio 120).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación al fallo de primera instancia, el 23 de mayo de 2016, la abogada Salazar Rivera allegó escrito mediante el cual  indicó que en la demanda de tutela no se solicitó la pensión de vejez, sino el traslado de régimen pensional, tema que ha sido tratado y cotejado por la Corte Constitucional, razón por la cual el objeto de la acción de tutela si es de índole constitucional y puede ser estudiada de fondo, según lo referido en la Sentencia C-789 de 2002, C-1024 de 2004, SU-062 de 2010 y la SU-130 de 2013, en los que se fijan los parámetros necesarios para el traslado de régimen pensional, por lo tanto, debe existir una decisión acorde a lo solicitado, teniendo en cuenta que la actora cumple con todos los requisitos para devolverse al régimen de prima media con prestación definida. 
Por lo anterior, solicitó que se revoque el fallo de tutela de  primera instancia y en tal sentido, se ordene a COLPENSIONES y a PORVENIR S.A. que realicen todos los trámites administrativos necesarios para el traslado de régimen pensional de  (Folios 124-126)
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó la apoderada de la accionante. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.

6.6. La seguridad social como derecho constitucional fundamental y su protección por medio de la acción de tutela (SU-060 de 2010):
 “4.- La seguridad social se erige en nuestro ordenamiento jurídico como un derecho constitucional a cuyo cumplimiento se compromete el Estado, según se sigue de la lectura del artículo 48 superior, el cual prescribe lo siguiente: “Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la seguridad social”[2]. 

 La protección que le otorga el ordenamiento constitucional al derecho a la seguridad social se complementa y fortalece por lo dispuesto en el ámbito internacional pues son varios los instrumentos internacionales que reconocen el derecho de las personas a la seguridad social[3]. El artículo 16 de la Declaración Americana de los Derechos de la Persona afirma que: 

 “Artículo XVI. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que le proteja contra las consecuencias de la desocupación, de la vejez y de la incapacidad que, proveniente de cualquier otra causa ajena a su voluntad, la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios de subsistencia”. 
De manera similar, el artículo 9 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales prescribe:  

 “Artículo 9. Derecho a la Seguridad Social. 1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario, las prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus dependientes. (…)”
6.7. SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
6.7.1 De conformidad con lo expuesto por la impugnante, observa la Sala que su pretensión principal está encaminada a que por esta vía constitucional se ordene el traslado a la señora María Teresa Agudelo Quintero del régimen de ahorro individual con solidaridad RAIS administrado en este caso por PORVERNIR S.A. al régimen de prima media con prestación definida de COLPENSIONES, por cumplir con los requisitos legales que le permiten del régimen y que por lo tanto, PORVENIR S.A. deba hacer la devolución de los saldos, con fundamento en que la señora Agudelo Quintero para el 31 de marzo de 1994 había cotizado más 750 semanas, tal como lo solicitó en el escrito de petición radicado el 22 de abril de 2014, visible a folios 12 al 14.

6.7.2. No entiende esta Colegiatura porque razón la abogada de la señora Agudelo Quintero no hizo mención del proceso ordinario laboral que cursa actualmente bajo el radicado No.660013105004201500103, en el Juzgado 4º Laboral del Circuito de esta ciudad, en donde la doctora Salazar Rivera demandó tanto a COLPENSIONES como a PORVERNIR, y en su escrito solicitó lo siguiente:

“3.1. Se declare que la señora MARÍA TERESA AGUDELO QUINTERO, cumple con los requisitos para trasladarse del régimen de ahorro individual con solidaridad RAIS- (BBVA HORIZONTE PENSIONES Y CESANTÍAS S.A. hoy PORVENIR S.A.) al Régimen de Prima Media con Prestación Definida administrado por la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES.

3.2. Consecuencia de la anterior declaración, se condene a BBVA HORIZONTE PENSIONES Y CESANTÍAS S.A. hoy PORVENIR S.A., a TRASLADAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES, los aportes recaudados y efectuados por parte de la actora en ese fondo”  (Fls. 64 y 65) 
El anterior proceso fue consultado en la página web de la Rama Judicial en el que se advierten las actuaciones surtidas dentro del mismo y se tiene que el 5 de abril de 2016 fue remitido a la Sala Laboral del Tribunal Superior en apelación de sentencia (folio 4 del cuaderno de segunda instancia), al que se le fijó fecha para audiencia pública para el “29/03/2017 10:15 AM” (folio 6, ídem)

Así las cosas, se desprende que el litigio relacionado con la seguridad social que se plantea entre las partes es de origen legal y prestacional, el cual debe ser ventilado en la jurisdicción laboral,  tal como lo concluyó el juez de primer grado, de tal manera, que la apoderada judicial de la accionante es conocedora de que cuenta con otra vía judicial para reclamar los derechos fundamentales de su mandante.  Al respecto, se debe reiterar que la acción de tutela es una herramienta que se caracteriza por ser residual y excepcional, que sólo procede en caso de no exista otro medio de defensa judicial o que habiéndolo, este no resulta idóneo para salvaguardar las garantías constitucionales reclamadas por el accionante con el fin de evitar un perjuicio irremediable, tal como se ha referido la Corte Constitucional en su jurisprudencia de la siguiente manera: 

“Conforme al artículo 86 de la carta, la acción de tutela es un medio de protección de carácter residual y subsidiario, que puede ser utilizado ante la vulneración o amenaza de derechos fundamentales cuando no exista otro medio idóneo de defensa de los derechos invocados, o cuando existiéndolo no sea apto, o se requiera acudir al amparo constitucional como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

Por consiguiente, si hubiere otras instancias judiciales que resultaren eficaces y expeditas para alcanzar la protección que se reclama, el interesado debe acudir a ellas, antes de pretender el amparo por vía de tutela. En otras palabras, la subsidiaridad implica agotar previamente los medios de defensa legalmente disponibles al efecto[11], pues el amparo no puede desplazar los mecanismos específicos de defensa previstos en la correspondiente regulación común[12].”  (Sentencia T-785/11)

6.7.3 Por lo tanto, al existir un proceso en curso no le es permitido al juez de tutela intervenir en el mismo, pues desconocería la independencia y autonomía de juez natural, de acuerdo a lo consagrado en los artículos 228 y 230 de la Constitución Nacional, de lo cual existe jurisprudencia de la Corte Constitucional que ha indicado lo siguiente:

“En efecto, los jueces dentro de la órbita de sus competencias, son autónomos e independientes y en sus providencias “sólo están sometidos al imperio de la ley (art. 230 C.P.)”; la valoración probatoria y la aplicación del derecho frente al caso concreto, son circunstancias reservadas al juez de la causa que las ejerce dentro de la libertad de interpretación que le otorgan la Constitución y la ley y, además, acorde con las reglas de la sana crítica”.(Sentencia T-073/97 M.P. Dr. Vladimiro Naranjo Mesa)
 
Así mismo, la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal ha reiterado que al juez constitucional no le es permitido inmiscuirse en "procesos en curso", tal como se expresó en el radicado 68111 de julio 18 de 2013, M.P. Dra. María del Rosario González Muñoz, así:

"(…) Adicionalmente, observa la Sala que el proceso seguido en contra de URBANO BERRERA se encuentra en curso, luego será en ese escenario donde a través de los medios de defensa judicial podrá reclamar el amparo de las garantías fundamentales que considera conculcadas, pues como reiteradamente lo ha dicho la Corte al juez de tutela tampoco le es permitido intervenir en procesos en curso, no sólo porque desconoce la independencia y la autonomía de que está revestido el juez natural para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque, tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró el mecanismo de amparo para la protección de derechos superiores, más no para su declaración (…)"

6.7.4. En el caso sub examine, la apoderada de la actora no aportó prueba alguna que permita inferir que el medio de defensa en la justicia laboral no es idóneo o que su mandante se encuentre ante un daño inminente o próximo que obligue al juez constitucional a superar el requisito de subsidiariedad que exige la decisión de la tutela y analizar de fondo el planteamiento de la supuesta vulneración de las prerrogativas constitucionales para que proceda el traslado pensional reclamado. Por lo tanto,  se reitera que el artículo 86 de la Constitución Política establece que la acción de tutela “sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable” y con respecto a las características del daño inminente, la Corte Constitucional desde su inicio definió  el mismo de la siguiente manera (Sentencia T-225/93 MP. Vladimiro Naranjo Mesa):
“En primer lugar, el perjuicio debe ser inminente o próximo a suceder.  Este exige un considerable grado de certeza y suficientes elementos fácticos que así lo demuestren, tomando en cuenta, además, la causa del daño. En segundo lugar, el perjuicio ha de ser grave, es decir, que suponga un detrimento sobre un bien altamente significativo para la persona (moral o material), pero que sea susceptible de determinación jurídica. En tercer lugar, deben requerirse medidas urgentes para superar el daño, entendidas éstas desde una doble perspectiva: como una respuesta adecuada frente a la inminencia del perjuicio, y como respuesta que armonice con las particularidades del caso. Por último, las medidas de protección deben ser impostergables, esto es, que respondan a criterios de oportunidad y eficiencia a fin de evitar la consumación de un daño antijurídico irreparable”.
 
En ese orden de ideas, la Sala considera que la decisión tomada por el juez de primera instancia fue acertada, toda vez que la misma se ajustó a los lineamientos legales y jurisprudenciales que hacen referencia a la improcedencia de la acción de tutela por la existencia de mecanismos judiciales para debatir un litigio de índole laboral y pensional, por cuanto no existen razones fundadas para la protección a los derechos fundamentales invocados.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 11 de mayo de 2016 por el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira dentro de la acción de tutela interpuesta por la abogada Lida Salazar Rivera, apoderada judicial de la señora María Teresa Agudelo Quintero en contra de Colpensiones y Porvenir S.A.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ 

Secretaria
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� Sentencia T-1316/01 (MP. Rodrigo Uprimny Yepes).  En esta sentencia se estudia si es procedente la acción de tutela como mecanismo transitorio, teniendo en cuenta que el accionante había presentado una demanda ante la jurisdicción contencioso administrativa, solicitando el incremento de su mesada pensional. En este caso la Corte resolvió confirmar los fallos de instancia, los cuales negaron la tutela del derecho, pues consideró que para el caso en concreto no se configuraba una situación irremediable.  Esta sentencia reitera los argumentos planteados en la sentencia T-225/93 (MP. Vladimiro Naranjo Mesa).





Página 8 de 8

